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FALLO

En at~n('ión a todo lo expuesto, el Tribunal ConstituciOlJ<iL POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA COISSTITL:C¡ÓN DE LA NAC¡Ó1"

ESPAJ\;OLA,

Ha decidido
Otorgar el amparo solicitado por doña Justa Carrasco blt'ban y. por

consiguiente,
Declarar la nulidad del art. 7.3 del Real Decreto 625/1985. de 2 de

abril (<<Boletín Oticial del Estado)} de 7 de mayo). y. en consecuencia.

declarar la nulidad de la Sentencia del Tribunal Central de Trahajo de
11 de septii.'mhre de In7, quedando firme l? Sentencia dictada por la
r..lagistratura de Trilbajo (actual Juzgado de lo Social) núm. 8 de Madrid
de 9 de marzo dc 19137.

Publíquese esta Senti.'nl.:ia en el ~<Bulctín Oficial del Estado».

Dada en Madrid, a veintiséis de abril de mil novecientos
no\-cnta.-Francisc0 Tom:ís y Valiente, Fernando (jarcia-Mon y (;0073­
kz RegulTaL Carlns de b Vega Rt'nayas. Jesús Leguina Villa, Luis López
(¡Ut'ITa y ViccntL' (ji meno Sendra.-Firmados y Rubricados.

En el asunto de referencia. la Sala ha awrdado dictar el siguiente.

12130 Sala Primera. ·IUfO de 18 de nw\"o de ¡Y9(), dicwr/o CII el
recurso de amparo 52//988. por el {jl/C 5(' {CSl/C!\'{' la
solicirud de Ilc!arüá<in de la .";Te 78/1990. de] de ahri!.

o subsidio por dCSl:1l1pit'u,) (P'ilabras finales dd pálTalll p11mero del arl. 7.3).
De este modo --{'011cluye el Abogado del Estado-. se cOllJul<trian de
ralz interpretaciones wr:iceras del fallo. tal \-C7 in!L'rcsadas en crear una
importante laguna en el régimen de la protección por desempleo.

AUTO

1. Antecedentes

J. En el recurso de amparo numo 52/1988. promo\"ido por doña
Justa Carrasco Esteban. repr~sent3da por la Procuradora de los Tribuna­
les doña Pilar Huerta Camarero. contra la Sentencia del Tribunal
Central de Trabajo de 1I dc septirmbrc dc 1987 rcvocalOria dc la de la
Magistratura de Trabajo núm. R dl' Madrid sobre denegación de
subsidio de dcsemplco. y cn el que fueron partes el Ministerio Fiscal y
el Abogado del Estado, esta Sala dictó Sentencia. con fecha 26 de abril
de 1990, cuyo fallo es el sigui~nte: ((Otorgar ~l amparo solicitado por
doña Justa Carrasco Estehan y. por consig.uientc: Declarar la nulidad del
artículo 7.3 del Real Decreto 6:::'5/1985. dr 2 de abril ("Boletín Oficial
del Estado" de 7 de mavu dI?" 1(85) v, en consecuencia, declarar la
nulidad de la S('n1encia 'del Trihunal' Central de Trahajo de 1I de
septiemhre de 1987, quedando firmc l;¡ Sentencia dictada por la
Magistratura de Trabajo (actual Juzgado de lo Social) núm. 8 dI.' Madrid,
de 9 dc marlO de 1987». Por Resolución dc 3 de mayo de j 990, la Sala,
de eor.fonr.idad con lu pn'H'nidtl en rl núm. 2 dt'l art. 267 de la LI.'Y
Orgánica del Poder Judici:ll (LOPJ) en relación con el arto 80 dc
la LOTe acordó subsanar el error padecido en la transcripción meca­
nográfica de las notificaciones de la anterior Sentencia consistente en
que se declara la nulidad dd arto 1.3 del Real Decreto 625/1985, cuando
claramente se desprende del conti.'nido y fundamento de la Sentencia
que el precepto cuya nulidad s.e declara es el arto 7.3 9d Real Decreto
mencionado.

2. Por cscrito que tiene entrada en este Tribunal el 5 de mayo
de 1990, el Abogado del Estad.o solicita la aclaración de la Sentencia
dictada en el rcferido recurso de amparo, en el sentido de que 10
invalidado son las palabras final:::s del primer párrafo del arto 7.3 d~l
Real Decreto 625j1985 (<<en cualquiera de los regimenes de Seguridad
Social en los que se reconozca el derecho a la prestación o subsidio de
desempleo>~). Sostiene el Abogado del Estado que el art, 7.3 del Real
Decreto es un precepto muy extenso. cuya íntegra y completa invalida­
ción no se desprende de la Scntenci:1. Por el contrario, del contenido y
fundamento de ésta resulta que la invalidación se restringe a las últimas
palabras del párrafo primero del arto 7.3. como se deduce con meridiana
claridad del fundamento jurídico I de la Sentencia. donde se entrecomi­
llan dichas palabras. Añade el escrito que. aunque cualquier lectura
razonable de la Sentencia de 26 de abril de 1990 ceñiría la invalidación
del arto 7.3 del Real Decreto 625/1985 a estas palabras, la seguridad
jurídica (art. 9.3 CE.) hace quizás preferible precisar que el sentido de
la invalidación se contrae a las palabras «en cualquiera de los regímenes
de Seguridad Social en los que se reconozca el derecho a la prestación

11. Fundamentos juridkos

Unico. La aclaración de Sentellcias que el 3ft. 93.1 de la LOTe
permite solicitar consis1e en la posihiliebd de aclarar algún concepto
oscuro o suplir cualquier omiSIón que aquéllas contengan (art. 2ó7.1 de
la LO!']).

En el presente caso se desprende clarUlllcnte del contenido y
fundamento de la Si.'ntC'nCl¡l dc :::'6 de abril de 1990 que el reproche que
desde la perspectiva del arto 14 C.E. la Sala hace al arto 7.3 del Real
Decreto 615/19R5. de 2 de abriL se rdii.'re nclusivamente a la expresión
«cn cualquiera de los rcgímenl's de St'guridad Social I?"n los que Si.' le
reeon07ca el derecho a la prestación o subsidio de desempleo,>, contc­
nida cn el párrafo primero in fint' del precepto. Asi, d fundamento
jurídico primero de la SenlenC'ia advienc que es la exclusión, dcri\"uda
de dicho inciso, dd suhsidio del eksi.'mpJco de quiencs sólo puedl'n
jubilarse en ft'gímenes de la Seguridad Social que tengan pre\ ista la
protección por descmpleo la que dehe rxaminarse desde la perspcctiva
de su compatibilidad con el arto . 14 de "la C. E. concluvendo el
fundanll"nto jurídico segundo que si el ar!. 13.2 dc la Ley 31í1984. de
2 de agosto, de Prot:"'cción por Desempleo. no distingue entre t!nos ~

otros regímenes de la Seguridad a la hora de concedcr el subsidIO de
desempleo controvertidl), c: Reglament0 quC' desarrolla dicha Ley (el
Real Decreto 625/1985) no puede establecer exclusiones o diferencias
entre dichos regímenes. pues son situacioni.'S no diferenciadas por la Ley.
No puede exigir, concretamente. como no obstante hace en su arto 7.3.
párrafo primero. in .fin;,. que la jubilación se haya dc realizar en un
régimen de Seguridad Social que tl'nga pre\'ista la protección por
desempleo, pues la Ley no establece rS3 diferencia de trato entre quienes
se jubilan en un régimen u otro del sistema. Es, pues, esta exigencia
adicional del Reglamento no contcnida en la Ley la única que la Sala
consideró incompatible con el art. 14 de la C. E.

Por todo lo expuesto. la Sala acuerda acci.'der a la solicitud de
aclaración de la Sentencia de 26 de abril de 1990, dictada en el recurso
de amparo núm. 52/1988, en el sentido de que la declaración de nulidad
del arto 7,3 del Real Decreto 625/1985, de 2 de abril (<<Boletín Oficial del
Estado» de 7 de mayo), se refiere exclusivamente a la expresión «eo
cualquiera de los regímenes de Seguridad en los que se reconozca el
derecho a la prestación o subsidio de desempleo» contenida en el párrafo
primero, ill .fine. del precepto.

Publíquesl: l:5t(' Auto en el «Boletín Oficial del EstadQ)).

Madrid a dieciucho de mayo de mil novecientos novcnta.-Francisco
Tomás y Valientc.-Fernando García·Mon y González-Regueral.-Carlos
de la Vega Venayas.-JesÚs Leguina Vilta.-Luis López Guerra.-Vicente
Gimeno Scndra.-Firmados y rubricados.-Ante mi Pedro Herrera
Gabarda,-Firmado y rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente. Presidente; don Fernando García-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
Villa. don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra. Magistra­
dos. ha pronunciado

12131 Sala Primera. Sen/cncia 79/1990, de 26 de abrif. Recurso
de amparo 82/1988. Cvl1tra Sentencia de la Audiencia
Provincial de Zarago=a. cu1l(innaforia de otra al1terior
dictada por ef llcgado dl' Instrucción núm. 3 de la misma
ciudad. Vulneración del dCI'('dlO a la tlltefa judicial (~f('ctj¡'a:
Incongruencia por omisión.

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 82/1988. interpuesto por la Procura­
dora de los Tribunalcsdoila María Soledad Sanmateo García, en
nombre y representación de don Francisco. Peralta Masa, asistido del
Letrado don Alfonso Gracia Matute, contra Sentencia de 23 de
diciembre de 1987 de la Seeción Primera de la Audiencia Provincial de
Zaragoza, confirmatoria de la dictada el día 16 de junio de 1987 por el
Juzgado dc Instrucción núm. 3 de Zaragoza. En el proceso de amparo
ha comparecido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don
Jesús Leguina Villa, quien expresa el parecer de la Sala.
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1. Antecedentes

l. Por escrito que liene entrada en este Tribunal el 18 de enero de
1988. la Procuradora de los Tribunales doña Maria Soledad Sanmateo
Garl'¡:i interpone. en nombre y representación de don Francisco Peraila
1\13s3. recurso dI;;' amparo contra la Sentencia de 23 de dici~mbrc de 1987
de la Sección Primera de la Audicnci<l Provincial de Zaragoza. que
desestImo el recurso de apelaCión por él lllterpuesto \' ('onfirmó la
Sentcncia dictada el 26 de junio de 1987 por el Juzgado de Instrucción
núm. 3 de dich<l ciudad en el procedimiento oral núm. 81/1987.

2. La demanda de amparo st;'contrae. en síntesis. a los siguientes
hechos:

al Como consecuencia del altercado por motivo de tráfico entre el
ho~ recurrente de amp<lro v don Vicente Lafuente Ama!. hechos
acaecidos el día 25 de enero'de 1987. en los que el recurrente sufrió
hl'nda~ qw: tardaron en curar sesenta v ('inco días v el vehículo del otro
implic3do resultó dañado por valor ék 36.969 pesct3s. el Juzgado de
lnslruccion núm. 3 de Zaragoza incoó el procedImiento oral núm.
81/1987. En escrito de 20 de 3bril de 1987. el Ministerio Fiscal formuló
3cusació~ conlra el hoy recurrente de amparo por un delilo de daños v
contra don Viceme Lafuenle Ama] por un delito de lesiones. Por su
parl<.·. 13 rcpresenlación del ha\' recurrenle, en su escrito de conclusiones
provisionales, mostró disconformidad con la acusación formulada en su
contra y solicitó. adhiriéndose a la calificación del Fiscal. la condena del
señOr l.afuente Arnal como autor de un delito de lesiones a las penas de
seIs nlL'ses de arresto mayor y multa de 50.000 pesetas.

La Sentencia del Juzgado de Instrucción contienl~ la siguiente
dcclaraClón de hechos probados:

«El día 25 de enero de In7. en horas de su maiJ.ana, con
motivo de una discusión habida entre Vicente Lafuente Arna!.
mayor de edad. sin antecedentes penales. y Fr<ll1cisco Peralta
Masa, ma>'or de edad. sin antecedentes penales. por motivo de
una cuestIón de tráfico. después de acabada, aquél siguió su
marcha conduciendo el \ehículo Z-9960-T. propiedad de
María Manuela \.-loruga. saliendo el segundo citado tras el
conduciendo el \'ehículo de su propied:3d Z-9168-W, Y', una
vez alcanzado, le golpeó la puerta e igualment{' se la arrancó,
¡('menda danos tasados en 36.969 pesetas: Fr¿ll1cisco Peralta
\'lasa sufrió lesiones de las que tardó en curar :;esenta " cinco
días que estuvo empedido y de los que quince precisó
asistencia. quedándole como secuela dolor subjetivo. no se ha
acreditado causa ni autor de las mismas.»

b) Celebrado el oportuno juicio oraL el Juzgado dictó Sentencia en
fecha 26 de junio de 1987. en la que absolvió al acusado Vicente
LafUl'nlcArnal del delito por el que había sido acusado. y condenó al
hoy sO]¡l'ltante de amparo. como autor de un delito de daños. a la pena
de 30.000 pesetas de multa. con arresto sustitutorio de un día por cada
2.000 pesl'tas o fracción impagada. pago de la mitad de las costas
proc~~sales y a indemnizar a dona María Manuela Moruga Arévalo,
propIetaria del vehlculü dai\ado. en la cantidad de 36.969 pesetas
tncremcntada en el interés legaL

c) Contra dicha Sentencia interpuso el condenado recurso de
apelación ante la Sección Primera de la Audiencia Provincial de
Zaragoza. tramitado con c.1 núm. 127/1987, alegando la situación de
agra\IO comparativo padeCido por la absolUCIón del otro acusado, pues
el Juzgado sólo había. tenido en cuenta las pruebas aportadas por el señor
Lafuente. pero no las aportadas por el recurrente. Por Sentencia de 23
de diciembre de 1987 la Sala desestimó el recurso y confirmó íntegra­
mente la resolución recurrida. al considerar. de un lado. que la petición
de condena que el recurrente había hecho respecto del otro encartado
absuelto era improcedente ya que en primera instancia había mantenido
la postura procesal de defensa y no la de acusación particular. por lo que
el recurso sólo podría deducirlo en cuanto a su condena. Y" de otra
parte. respecto de la condena Impuesta al recurrente. que la mIsma era
correcta y ajustada a Derecho por estar los hechos clar.amente acredi­
tados.

La representación del recurrente de amparo considera que se han
lesionado los derechos reconocidos en los arts. 14 y 24.1 y 2 de la
Constltu<,'ión. En primer lugar alega que las Sentencias impugnadas
yulneran el derecho a la presunción de tnocencía (art. 24.2). pues las
pruebas de descargo presentadas han sido totalmente Ignoradas por los
órgano~ judiciales, En segundo término estima que se ha producido un
claro agraYio comparativo contrario al principio de igualdad constitu­
cional (ar1. 14). dado que todas las manifestaciones realizadas por el
señor Lafuente han sido aceptadas íntegramente por el juzgador ,y, por
el contrarlo. no han sido atendIdas las pruebas propuestas y practICadas
por el hoy recurrente. Finalmente ¡¡lega que la desestimación del recurso
de apelación interpuesto (~n lo referido a la petición de condena del otro
encartado. que la Audiencia ProVincial basa en el hecho de que el
apelante no había tenido en primera instancia la posición de parte
acusadora. ha sido consecuencia de un error. puesto que. lal como
consta en las actuaciones judiciales. sí existió "'scrito de acusación por
pane del hoy recurrente. qlllcn soltcl\ó C'#xpresamente que el senor
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Lafuentl fuese condenado a la pena de seis meses de arresto mayor.
mult'-l de 50.000 pesetas y al pago dc 200.000 pesetas en concepto de
mdemnilación.

Por todo ello, solicita de este Tribunal que anule las resoluciones
impug.n'ldas y ordene el archivo de las <lctuaciones sin sanción de tipo
alguno ·T'<lra el recurrente de amparo

4 l'or providencia de 9 de mayo de 1988. la Sección Tercera de la
Sala Seglmda -en la actualidad Sala 'Primera~, acuerda admitir a trámite
la dl'manda de amparo formulada por don Francisco Peralta Masa. sin
perjuicio de lo que resulte de losantccedentes. teniendo por personada
y parte. en nombre y representación del mismo. a la Procuradora doña
María SuJcdad Sanmateo Garda. Asimismo. en virtud de lo dispuesto
en el ano 51 de la Ley Orgánica del Tnbunal ConstitUCIonal (LOTC),
reqUl'rir al Juzgado de Instrucción núm. 3 y Sección Primera de la
Audil'nna Provincial de Zaragoza a fin de que,-dentro del plazo de diez
días, remItan testimonio de las dihgencias preparatorias núm. 81/1987
y del ru!lo de apelaclOn núm. 127/1987, respectivamente. a quienes
fueron parte en los CItados procedImIentos, con excepción del recurrente
de amparo. para que. si lo descare, en el indicado plazo se personen en
el procc~() constitUCIonal.

s. La Sección. por providencia de 20 de Junio de 1l,l88, acuerda
tener por recibidos los testimonios de actuaciones remitidas por el
Juzg;ldo de Instrucción núm. 3 y SeCClón Primera de la Audiencia
ProvinCial de Zaragoza, y, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 de la
LOTe dar vista de las actuaciones al \.1insiterio Fiscal y a la
Procuradora señora Sanmateo García para que. dentro del plazo de
veintl' días. formulen las alegaciones que estimen pertinentes.

6 ,En su escrito de alegaciones. presentado el 15 de julio de 1988,
el Mlm'>terio FiscaL luego de exponer los hechos v la cuestión planteada
en el presente recurso, considera. en primer término. que la simple
lectura de la demanda de amparo revela una patente falta de dimensión
constitucional en algunas de las manifestaciones y denuncias que
COmiellt". La primera afirmación insoslenible es la relativa al quebranto
del dl'fl'cflo a la presunción de inocencia, no sólo porque tal derecho no
fue illYocado en el recurso de apelacción y por ello. en este momento
concurnría una causa de desestimación (art. 44.1 c) de la Ley Orgáaica
del Tribunal Constitucional. sino además porque en la misma demanda
se da por supuesto que hubo pruebas, y lo que se discute es la forma en
que fuelon valoradas~ y ello, por pertenecer a la exclusiva facultad de los
órganos Jurisdiccionales, no puede ser revisado. como es de sobra
sabido. por este Tribunal Constitucional. Y, finalmente. el examen de
las aClu,lciones nos lleva a la misma conclusión. al encontrar en el acta
del juiCIO declaraciones testificales de cargo que por sí solas desvirtúan
el derecho alegado. La segunda alegación insostenible. continúa el Fiscal.
es la referente al trato discriminatorio que afirma haber sufrido por una
dlstmta apreciación de la prueba efectuada en las SentenCIas de ambas
instancias, puesto que la valoración de las pruebas corresponde a los
J ueC('S, v el que ello les conduzca. como en este caso, a soluciones
distinta~' en modo alguno significa desigualdad desde el punto de vista
constitUcionaL

En ~egundo término. alega qU(' el único problema que podría
suslcntar un cierto contenido constitucional, no obstante el desafortu­
nado planteamiento de la demanda, es la negativa de la Audiencia a
entrar a conocer del recurso de apelación en la parte que se refiere a la
acusacion formulada por don Francisco Peralta Masa contra la otra
parte. s\~ñor Lafuente, Allí se dice que ese planteamiento es inadmisible
porque el apelante no había presentado querella ni ejercitado acusación
particular. Lo que en definitiva ocurre es que se niega al apelante su
condi(ión de parte para dirigir la acusación contra el otro conductor. ~
ello si quc podría suponer una violación del derecho a la tutela judicial
del <lrt. 24.1 de la Constitución.

La STC 1J 5/1984 consideró necesario para la tutela judicial que los
Tribuna1l's facilitaran la presencia del denunciante en la causa no
colodndolt' obstáculos innecesarios: y. por su parte, la STC 67/1986
insis\e l'n que si durante la fase de instrucción se tu\,o la consideración
de partl' por su relación con (as consecuencias del delito ello crea una
situación jurídico-procesal que no debe ser discutida por los Tribunales.
porque pueden lesionar el derecho del arto 24.1 de la Constitución. Por
ello, en el presente caso, si qui~n apeló la Sentencia había ya en la
calificacion formulado acusación, que luego mantuvo en el juicio. y si
además ('110 dio lugar a que la parte contraria en todo momento
conociera la postura acusadora y pudiera defenderse de ella. qué razón
ex.lste. que no sea puramente formalista. para negar al apelante su
condición de parle acusadora 10 que no le había sido negado en primera
mstancla Desoír la apelaCión de acusación únicamente porque no había
formulado querella ni se había constItuido «formalmente» en parte
constituyc una posturaobslruccionista del recurso que vulnera el
dcn:ch(· ya mencionado de tutela judicial. Claro es que en la demanda
de amparo no se presenta así la cuestión. sino como un error de la
Audiencia Provincial en el estudio del supuesto y una diversa valoración
de las pruebas. Tales afirmaciones literalmente interpretadas no ten­
drian dlmenslón constitucional. si no fuera porque al explicarse por el
demandante de base de su problemas y al citarse el arto 24 de la
Constitución pudiera, en virtud del principio pro act(one entenderse
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planteado el tema en los términos indicados mas arriba. v. en tal caso
el amparo habrá de otorgarse en la medida que la Sentencia no coñtesta
al recurso de apclación en su parte acusatoria.

En consecuencia a lo expuesto. el Fiscal interesa que. de acuerdo con
lo dispuesto en los ans. 86.1. inciso primero. y 80 de la Ley Organica
del Tribunal Constitucional, en relación con el arto 372 de la Le\' de
Enjuiciamiento Civil. por el Tribunal Constitucional se dicte Sente'ncia
otorgando el amparo por cuanto resulta del proceso la posible lesión del
derecho dl' tutela judicial efectiva en la parte acusatoria del recurso de
apc!ación.

7 La representación del recurrente. en escrito presentado el 14 de
julio de 1988. reitera la Carencia de fundamento del único motivo
aducido por l<l Audiencia Pro\'incial para desestimar el recurso de
apelación interpuesto en su dia. Se dice que el señor Peralta Masa no
pudo adoptar más que una postura de defensa, cuando resulta evidente
q~le en todo momentc solicitó la imposición (ie pena para el senor
Lafuente Arnal. cosa que se hizo desde el momento procesal en que
pudo hncerse. es decir. desde la calificación provisional de los hechos.
para así seguir en la definitiVa y en el suplil'o del recurso de apelación
Interpuesto en su día. todo ello con la aquiescencia de los órganos
Judiciales de ambas instanCias. Además. teniendo en Cuenta que hasta l'I
momento en que se dIctó Sentencia el Sr. Peralta fue conSiderado por
el tvlinisterio Fiscal como perjudicado. independientemente de que
sobre su persona. al igual que sobre la del Sr. Lafuentc. confluvese
asimismo la cualidad de imputado, y que en el art. 5 de la Ley 10/1980.
dc 11 de noviembre. se prevé el ofrecimiento al perjudicado del proceso.
SI bl(,'n la falta d(' esta diligenCia «no paralizará el procedimiento>).
f3cilmente se deduce que el perjudicado. como así se conSIderaba al hO\
recurrente. podría ejercer sus derechos plenamente en _cualquie-r
mom<..'nto del proceso. Sin necesidad de formular querella m presentar
d¡'nuncia, ya que de otra manera l'I precepto citado careceria de sentido.
En conseeuelKia. soliCIta la estimación del amparo.

S. Por pHl\idcncin del día 23 de abril de 1990 se senaló C'1 día 26
SigUIente para deliberación ~ lallo de la presente Sentencia.

JI. Fundamentos juridicos

1 La resolul'ión del pres~'nte recurso exige delimitar previamente
Il'S aclos objeto de impugnación y las cuestiones planteadas. En primer
tl'rmino. la demanda se dirige contra las Sentencias dictadas el 26 de
junio d,' 1987 por el Juzgado de Instrucción número 3 de Zaragoza y el
2.' de diciembre de 1987 por la Sección Primera de la Audiencia
Provincial de dicha ciudad. que condenaron al hoy recurrente como
aulOr de un delito de danOS. por considef<lr que dichas resoluciones. al
tener en cuenta sólo las pruebas propuestas por el otro encausado e
ignorar las presentadas por el hoy recurrente, infringen los derechos a la
igualdad y a la presunción de inocencia. garantizados respectivamente
por los arts. 14 y 24.2 de la Constitución. En segundo término se
impugna asimismo In Sentencia dictada por la Audiencia Provincial. por
e!ltender el recurrente que la desestimación del recurso de apelación en
lo referente a la acusación formulada contra el otro encausado, absuellO
en primera instancio. vulnera el derecho o obtener la tutela judicial
efectiva reconocido en el art. 14.1 de la Constitución.

2. Por lo que respecta al primero de los motivos de amparo, esto
cs. la violación de los derechos a la igualdad y a la presunción de
1Il0cencia. la queja formulada carece de toda relevancia constitUCIOnal :­
no puede servir de fundamento a la pretensión de amparo, ya que la
simple lectura del escrito de demanda póne en evidencia que todas las
aleguciones del recurrente expresan únicamente su discrepancia con la
apr<..'ciación y valoración que de las pruebas practicadas han hecho tanlO
el Juzgado de Instrucción en instancia como la Audiencia Provincial en
apl'lación.

En primer lugar. es claro que en el proceso penal ha existido
ar.:ti\-idad probatoria sulkiente para que los órganos judiciales hayan
considerado desvirtuada la presunción de inocencia. pues, aparte de
otras pruebas, en el acto dl'l juicio orall'omparecieron. además del hll~

recurrente de amparo. don Vicente Lafuente Ama!. denunciante. 1: t~es
lCSllgos presencJa!Cs de los hcchos enjuiciados. Al respecto es preciso
recordar, una vez más. qU(' las declaraciones de los perjudicados,
víctimas o sujetos pasivos de las infracciones criminales pueden
constituir válida prueba de cargo. Es evidente. por tanto, que por la
prueba practil'ad<:l los órganos Judiciales han podido fundar el pronun­
ciamiento condenatorio ahora impugnado. sin que corresponda a este
Tribunal Constitucional revisar en vía de amparo la valoración que de
dichas pruebas hicieron aquéllos, pues esa es función que, conforme al
art. 117.3 de la Constitución, sólo a ellos corresponde.

En segundo lugar. de lo expuesto se desprende asimismo que la
alegada infracción del derecho constitucional a la igualdad tambie'n
carl'ce de toda consistencia. pUl'stO que. como este Tribunal ha afirmado
en reiteradas ocasiones, el hecho de que los Jueces y Tribunales, al
arreciar y valorar las pruebas, practicadas. otorguen mayor validez a
una'> que a otras no supone infracción del derecho a la igualdad entrc las
p¡¡rl~'s. pues ello es consustancial a la libre apreciación de la prueha \ no
g.uarda rdación alguna con el principio de igualdad. .
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3. La segunda cuestión planteada en el presente recurso estriba en
determinar si la Sentencia dictada en grado de apelación por la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Zaragoza. al desestimar el recurso
de apelación interpuesto por el hoy recurrente en el concreto 'punto de
la acusación formulada contra el otro encausado. por considerar la
Audiencia que el apelante no había tenido en primera instancia la
posición procesal de acusación particular. infringe el derecho fundamen­
tal a obtener la tutela judicial efectiva consagrado en el art. 24.1 de la
Constituclón_ Alega a este propósito la representación del recunente que
la desestimación del rel'urso en ese punto ha sido debido a un error de
la Audiencia, dado que el recurrente, desde la calificación provisional de
los hechos en primera im.tancia. adoptó la posición procesal de
acusa,:ióo.

El examen de las actuaciones judicioks arroja los siguientes resulta·
dos: 1.°) En la declaración prestada el 9 de marzo de 1987 ante el
Juzgado de Distrito núm. 5 de Zaragoza. en el inicial juicio de faltas
iUl'ü:.ldo en virtud de la denuncia del Sr. Lafuente Arna!. el hoy'
recurrente. al hacerle el pertinente ofrecimiento de acciones. manifesto
que reclamaba por las lesiones por él sufridas. 2.°) En su escrito de
conclusiones provisionales de fecha 2 de junio de 1987. posteriormente
elevadas a dclinitivas en el acto del jUKio oral. el recurrente se adhirió
expresamente a la acusación formulada por el Ministerio Fiscal contra
don Vicente Lafuente Arnal-por delito de lesiones del arto 420.4° del
Código Penal- y solicitó para el mismo la pena de seis meses de arresto
maYOr Y multa de 50.000 ptas.. así como el pago de la indemnización
pedida por el Fiscal (200.000 ptas,)~ y 3.\l) En el segundo y tercero de los
antecedentes de hecho de la Sentencia de instancia dictada por el
Juzgado de Instrucción se hace constar la pellción de condena formulada
por el hoy demandante de amparo respecto dd otro encausado

De lo expuesto se deduce -como pone de manifiesto el Ministerio
Fiscal en su escrito de alegaciones~que la negativa de la AudienCIa
Provincial a entrar a conocer del recurso de apelación interpu('sto por
el condenado. en 10 referente a la acusación formulada contra la otra
parte. porque aquél no había presentado querella ni ejercitado la
acusación panicular. constituye una medida contraria al derecho funda­
mental a ohtener la tutela judicial efectiva del ar!. 24.1 de la Constitu­
ción

En efectlJ. si bien el hoy recurrente no formuló querella ni. en
consecuenCIa. se constituyó en parte acusadora en el inil'io de la.,
actuaciones penales. si ejercitó posteriormente la acusaciÓn particular en
primera instanCi<l en uno de los momentos procesales idóneos para ello
cuall's el de la formulación del escrito de conclusiones provision<lles. de
l'OnfOrmldad con lo previsto en el art 7 de la L. O. 10/1980. de 11 de
novÍl..mbre. que era el, procedimiento seguido. El examen de las
actuaetones pone de maOlfiesto además que. no obstante haber manifes­
tado cl recurrente -al tiempo del ofrecimiento de acciones por el
Juzgado de Distrito en djuicio de faltas~ que reclamaba por las lesiones
sufridas. el Juzgado de Instrucción no le dio traslado del nuevo
procedimiento oral a los efectos previstos en los arts . .5 y 6 de la L. O.
10/ 1980 ~ofrl'cim¡ento del procedimiento al perjudicado y tTí:lslado de la
causa para formulación del escrito de acusación respectivamentc- por 10
que el hoy recurrente se constituyó en parte acusadora en el primer
momento en que el juzgado le dio traslado del procedimiento. Sia ello
se anadc qU(' el Juzgado admitió sin oposición alguna el \.'scrito de
conclusiones provisionales presentado por la representación del ha)
recurrente. en el que. aparte de articular la defensa que estimó pertinente
respecto de la acusación formulada en su contra por el Ministerio Fiscal.
formuló acusación contni el otro encausado. y que la acusación realizada
aparl'ce reflejada en la Sl'ntencia de instancia. ha de concluirse que el
hoy recurrente sí ejercitó la al'ción penal constituyéndose -incluso
formalmente~en parte acusadora. Es eVIdente, en consecuencia. que la
negativa de la Audiencia Provincial a pronunciarse sobre una de las
pretensiones formuladas por el hoy solicitante de amparo al interponer
el recurso de apelación -esto es. la impugnación de la absolución en
primera instancia del otro encausado-o bien por error. bien por un
excesivo formalismo no explicitado. ha lesionado el derecho fundamen­
tal del recurrente a obtener la tutela Judicial efectiva garantizado en l'l
art. 24.1 de la Constitución, por lo que L'I presente recurso de amparo
debe ser estimado.

4. Es preciso determinar finalmente el alcance que laconC"csión del
amparo comporta y. en concreto. cuál haya de ser el cont('nido ';
extensión del fallo para restablecer al recurrente en la integridad de su
derecho TCOIendo en cuenta que la \'ulneración del derecho a obtener
la tuteln judicial efectiva radica en no haberse pronunciado la Audiencia
ProvinCial. en grado de apelación. sobre la pretensión formulada por el
hoy r('currente en su recurso de que se condenara al Sr. Lafucnte Amal
como responsable del delito de lesiones. conforme a la acusación
formulada en primera instanCia. la estimación del recurso de amparo
comporta la necesidad de que la Audiencia Provincial resuelva expresa­
menle el recurso de apelación en lo referido a esa concreta pretensión.
Pero para ello no es necesario proceder a la anulación total de la
Sentencia impugnada. en la qUt también se confirma la condena del hoy
recurrente como autor de un delito de danos del arto 563 del CódIgo
Penal. pue~ la omisión respecto de la cual se otorga el amparo ~que

ninguna relZlt'ión guarda. como es ob\'io. con la condena firme del ho:-
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l." -\nular parcialmente la Sentencia de la Sección Primera de la
Audiencia Provincial de Zaragoza. de 23 de diciembre de 1987. dictada
en el rollo de la Sala núm. 127/1987.

2." Reconocer el derecho del recurrente a obtener del órgano
judiCIal una decisión fundada sobre el recurso de apelación por él
formulado. en lo referente a su acusación formulada contra don Vicente
Lafuente Ama!.

3." Restablecer al recurrente en su derecho, para lo cual la Sección
Primera de la Audiencia Provincial de Zaragoza deberá diclar otra
Sentencia. en el rollo de Sala núm. 127/1987. teniendo en cuenta lo
declarado en e] fundamento jurídico 4.° de esta Sentencia.

Publtquese esta Sentencia en el ((Boletín Oficial del EstadQ»).

Dada en Madrid, a veintiséis de abril de mil novecientos noventa.
Francisco Tomás y Va[iente.-Fernando García-Món y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina ViIla.-Luis López Gue­
rra.- Vicente Gimeno Sendra.-Firmados )' rubricados.

manifestando su deseo de reincorporarse para ello a su puesto en la
empresa. con percepción del anterior salario, salvo que la demandada
prefiera hacer el abono aludido sin compensación del trabajo.

e) El J4 de marzo de 1988 la demandada, actual recurrente en
amparo. manifestó su voluntad de no readmitir al actor. lo que
perfeccionaría su obligación de pago de la indemnización correspon­
diente. conforme a la mterpretación que la jurisprudenCia viene
haciendu de los arts. 109 y siguientes de la LPL

1) La solicitud del actor de ejecución provisional de la Sentencia
generó un entrecruzado conjunto de actuaciones de las partes y de
resoluciones judiciales tan numeroso e inusual que en la demanda de
ampUlo se clasifican en tres apartados; Actuaciones del actor. actuacIO­
nes de la demandada y resoluciones recaídas a unas y otras. De todas
ellas. a los lines del recurso. interesa destacar las siguientes'

El 14 de abril de 1988. la demandada se opuso a la ejecución
pro\'lsional solicitada. aduciendo que el Derecho vigente no ampara la
pellclon del actor. sino que éste utihzó una maniobra fraudulenta para
alcanz.ar así un resultado no querido por el ordenamiento. a través de
instar del Tribunal Supremo la declaración de nulidad radical del
despido habido. Pretensión que fue denegada por la Magistratura por
prO\Idenn3 de 22 de abril de 1988. porque el recurso de casación
preparado por el recurrente ya había sido admitido a trámite. Providen­
cIa que. recurrida en reposiCIón. fue confirmada.

Solicitada por el actor la ejecución provisional de la Sentencia. con
oposición de la demandada, fue acordada por la Magistratura por
pro\ Idcncia de I de septiembre de 1988, por la que se requiere a la
demandada para que, durante la tramitación del recurso. satisfaciera al
demandante la misma retribución que venia percibiendo con anteriori­
dad al despido, bien con prestación de servicios por parte del trabajador.
bien sin contraprestación alguna.

El II de noviembre de 1988. el actor solicita que se requiera a la
demandada el abono de 10.044.277 pesetas por salarios debidos. asi
como l'1 pago mensual de 813.712 pesetas. debiendo procedersc al
embargo de bienes y derechos de la deudora en caso de que dichos pagos
no se hIcieran efcclivos. Por providencia de 15 de noviembre de 1988,
el Magistrado. accediendo a lo solicitado requiere a la demandada para
que abone al trabaJador la cantIdad pedida en concepto de salarios
debidos. ordenándole asimismo abonar en lo sucesivo y con periodici­
dad mensual los salanos que se \'ayandevengando. adVirtiendo que de
no hacerlo así se procedería al embargo de sus bienes.

El 21 de noviembre de 1988 la demandada denuncia ante la
Magistratura la ilegalidad de la ejecución provisional acordada. en
cuanto no conforme con lo dispuesto en el art. 227 de la LPL. Por
pro\idencia de 25 de noviembre de 1988,la Magistratura deniega la
petlnón de anulación de actuaciones solicitada por la demandada, por
cuanto tal anulación se debe hacer a través de los recursos establecidos
en la ley. Por Auto de 26 de diciembre de 1988. la Magistratura ordena
estar al contenido de la anterior providencia, justificando la posibHidad
de ¡Ipllcar la ejecución proVIsional regulada por el arto ~27. p¡lrrafo
segundo, de la LPL por concurrir los requisitos previstos en este
precep10

Por"'.uto de 25 de enero de I9H9. la Magistnltura, remitiéndose al
"'.uto de 26 de diciembre de 1988. y constatando no haber sido abonadas
al actor las cantidades reclamadas cn trámite de ejecución provisional.
rcsuche que se proceda al embargo de bienes de la demandada en
cuantla suficiente, sirviendo la resolución de mandamiento en forma
par<l la práctica del embargo. Al mismo tiempo el Auto acuerda que
continue el abono de los salarios por parte de la demandada en tanto
dure la sustanciación del recurso interpuesto por el actor. Contra el auto
Sl' l"unl"ede recurso de reposición. !jlrJ perJUICIO de su ejecutlvldad.

[1 20 de febrero de ! 989. la demandada interpone recurso de
reposición contra el AUla anterior. suplicando su revocación. con la

.)'ala Primera ."l'cIlICl/cia SOjI9()O. de 26 di:' ahril. Recur.so
de amparo SO]/ IYS'J. Co!1lra Auto del Ju=gado de lo Social
!/limero 7 dí' .\fadrid dicrado ('11 ejecución pl"Ol'isional de
Scnrcncia u\·túda ('/1 proccdimienlO por despido. Supuesta
1'II111eraciál1 del derecho a /a turda judida! e.fecfira.

La Sala Primeril del Tribunal Constitucional. compuesta por don
Fr~J.nn~co Tomas y Valiente. Presidente: don Fernando García-Mon y
GonzálC'z-RegueraL don Carlos de la Vega Benayas. don Jesús Leguina
\'lila. don LUIS López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra. Magistra­
dos. ha pronunciado

Ha decidido

Olorgar el amparo solicitado por la Prucuradora de los Tribunales
doña ~1ana Soledad San mateo Garcia. en nombre de don Francisco
Peralta Masa. ;. en su virtud:

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
-\CTORIDAO QL;E LE CONFIERE LA CONSTlTt;CIÓJ\: DE LA NACIÓ)'.;
ESPA:\:OLA.

EN NOt\1BRE DEL RE)

SENTENCIA

rccurreme- puede repararse declarando la nulidad parcial de la Semen­
('Ja en cuestión. para que la Audiencia Provincial dicte Sentencia en la
que resue1"3 única y exclusivamente la cuestión planteada por el
apelame respecto de la abwlución en la Sentencia apcla¿a del acusado
don Vicente Lafuente ArnaL

En el r('curso de amparo núm. 80~/89. promo\'ido por ((Bremen.
Sociedad .-\nónima». repre~cntada por el Procurador de los Tribunales
don José Murga Rodríguez y asistida por el Letrado·don Luis Enrique
de la '·lila GiL contra cl-\uto del Juzgado de 10 Social núm. 7 de Madrid
dt' 14 de marLO de 1989. dietado en ejecución provisiomd de Sentencia
recaída en procedimiento por despido. Ha sido parte el Ministerio Fiscal
~ Ponente el Magistrado don Fernando García-Mon y Gonzalez­
Reguera!. quien expresa el parecer de la Sala

Antecedentes

l. Por escrito presentado en este Tribunal el 3 de mayo de 1989.
don José Murga Rodríguez. en nombre y representación de la sociedad
anónima mercantil (~Bremen, Sociedad Anónim3)). interpone recurso de
amparo contra el Auto del Juzgado de lo Social núm. 7 de Madrid de 14
de marzo de 1989. en procedimIento sobre despido nulo o lmprou:­
dente. dictado en ejecución provisional dt' Sentencia.

La demanda de amparo tiene como base los siguientes antecedentes
de hecho:

al Con techa 14 de noviembre d<.> 1987. don Alberto Llana Carrasco
demandó a ((Bremen. Sociedad Anónima»). por los conceptos de despido
nulo o subsidiariamente improcedente ante la Magistratura de Trabajo
de \Iadrid. correspondiendo conocer a la núm, 7 (actual Juzgado de lo
Soetal dd mismo número). !':o se solicitaba. pues. la declaración judicial
de despido radicalmente nulo. petición que se adicionó por el actor una
\ez se¡'¡alado el juino oral para el 18 de enero de 1988. por escrito del
dla 17 de dICIembre antenor. bas<Índose en que el despido se había
producido por represalia de la '>(¡ciedad demandada. a quien fue
notifIcada esta petición por providencia de 5 de enero de 1988.

b) La Magistratura de TrabajO dictó Sentencia el 4 de febrero
de 11.)88. declarando nulo el de'>pido por deficiencias formales en la
earw de de,>pido. condenando a la demandadu a que «readmita al actor
en el mismo pue'>to de trabajo y a que le abone los salarios dejados de
percibir desde el 22 de octubre de 1987 hasta que la readmisión tenga
lugar.

e) El 24 de febrero de 19lHs el actor anunció la ll1terposicion de
recur<,o de ca<,aC¡ón contra la antl'rior SentencIa. alegando no haber
decidido ésta acerca de la nulidad radical del despido solicitada, así
como por no fijar indl'mnlzación adicional sobre clientela que también
se había solicitado en la demanda. El recurso. admitido.a tramile por la
1\1agistnttura. est<Í pendiente ante la Sal<:l de lo Social del Tribunal
Supremo.

d) Con la misma fecha el actor sulicitó de la Magistratura de
TrabaJO. con In\ocacilin del art. 227. párrafo segundo de la Lt,y de
Procedimiento Lahoral {LPLJ. la ejccucion pronsional de la Sentencia.

FALLO

la siguiente


